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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. 
El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría de esta Sala.
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Tema a tratar:    
NULIDAD DE DICTAMEN. ORIGEN DE LA INVALIDEZ. CARGA PROBATORIA. El aparte jurisprudencial es claro y tajante en señalar que la calificación que hagan las entidades encargadas debe ser integral, esto es, debe tener en cuenta todas las situaciones de salud diagnosticadas por especialistas, bien sean preexistentes a otra enfermedad o a un evento laboral o posteriores a los mismos, para efectos de sumar a la merma de la capacidad laboral. Pero en estos casos, la génesis de la reducción en la capacidad laboral, debe determinarse conforme a las reglas trazadas en la jurisprudencia citada, esto es, si preexiste a un evento laboral una disminución de la capacidad de trabajo de origen común el origen será laboral pues fue el malhadado acontecimiento en el trabajo, el que generó que la pérdida de capacidad laboral llegará al porcentaje definitivo. Cuando es a la inversa, esto es, antes de una enfermedad o accidente calificado como común, se tiene una pérdida de la capacidad de trabajo definitiva de origen laboral, el origen de la invalidez deberá ser común, pues fue aquel el factor determinante. Ahora, no puede la Sala desconocer que existen eventos laborales que sin duda pueden involucionar y dar paso al surgimiento de nuevos padecimientos, caso en el cual deberá entenderse que el origen de la invalidez es laboral. Ello, obviamente en el entendido de que exista el sustento probatorio suficiente que acredite el vínculo determinante entre el accidente laboral o la enfermedad de igual origen y el padecimiento de salud posterior.
AUDIENCIA PÚBLICA:

Pereira, hoy once (11) de mayo de dos mil diecisiete (2017), siendo las once y diez minutos de la mañana (11:10 a.m.) reunidos en la Sala de Audiencia los magistrados de la Sala Laboral del Tribunal de Pereira, presidido por el ponente, declaran abierto el acto, el cual tiene por objeto decidir la apelación propuesta por el portavoz judicial de la parte actora, contra la sentencia del 4 de marzo de 2016 emitida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario adelantado por el señor Álvaro González Arias contra la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, Positiva S.A. y Valerio Salazar Duque.
 

IDENTIFICACIÓN DE LOS PRESENTES:

TRASLADO EN ORDEN Y ADVERTENCIAS: .Se les concede el uso de la palabra a los apoderados de las partes, empezando por la de la demandante, para si a bien lo tienen, presenten sus alegatos, disponiendo cada uno de un término máximo de 8 minutos. 
Escuchadas las intervenciones anteriores, si las hubo, serán tenidas en cuenta en la decisión que: 

A continuación se profiere 
SENTENCIA

Como pretensión principal, pide el demandante que se declare que el 07 de julio de 1997 sufrió un accidente del trabajo laborando al servicio del señor Distrival, que en esa misma calenda el actor estuvo vinculado a la ARP del ISS, que se declare la ineficacia del dictamen del 18 de abril de 2013 de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, en lo tocante a la fecha de estructuración y del origen de invalidez, que se declare la ineficacia del dictamen del 29 de junio de 2011 de la misma entidad, en lo tocante al origen de la invalidez. En consecuencia de las anteriores declaraciones, pide que se determine como fecha de estructuración de la invalidez del 07 de julio de 1997, tal como lo determinó la Junta en dictamen del 01 de febrero de 2000 y que se diga que la pérdida de capacidad laboral es del 53.40% y de origen profesional. Consecuentemente, pide que se condene a la ARP Positiva S.A. a reconocer y pagar al demandante la pensión de invalidez de origen profesional desde el día 07 de julio de 1997 con las mesadas adicionales más los réditos moratorios de que trata el canon 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas. En subsidio, pide que se hagan similares declaraciones y condenas que las principales, pero desde el 16 de junio de 1998.

Relata como sustento de sus pedidos que el actor laboró desde el 01 de enero de 1994 al taller distrival, propiedad del demandado Valerio Salazar Duque, que realizaba oficios varios como ayudante de construcción, que fue afiliado al ARL del ISS, que el 07 de julio de 1997, en cumplimiento de sus funciones, al levantar un costal con retales de aluminio al interior del taller de la empresa, se le incrustó en su pie izquierdo, que el accidente se reportó el 29 de julio de 1997, que dicha lesión le generó una ulcera post-traumática sobre fondo varicoso en su miembro inferior izquierdo, que a raíz de la lesión le fueron dadas varias incapacidades hasta alcanzar los 180 días de incapacidad, que fue despedido, que el 08 de junio de 1998 el actor fue remitido a la especialidad de cirugía vascular, que se le diagnosticó insuficiencia venosa crónica de miembro inferior izquierdo, que el 02 de julio se le valoró por medicina laboral del ISS determinándose una pérdida de capacidad laboral del 0%, que dicha calificación fue revisada por la Junta de Calificación de Risaralda, determinándose una merma en la capacidad de trabajo del 26.5% de origen profesional estructurada el 16 de junio de 1998, dictamen apelado ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, entidad que resolvió mediante experticia del 01 de febrero de 2000 en el cual determinó como pérdida de capacidad laboral el 29.10% de igual origen, pero estructurada en la calenda del accidente; que con fundamento en ese último dictamen la ARP del ISS reconoció y pagó la suma de $2.557.520 por incapacidad permanente parcial, que en el año 2005 una cirujana adscrita al ISS remitió al demandante a medicina laboral al diagnosticar que el actor padece insuficiencia venosa de miembros inferiores, ulceras en el miembro inferior izquierdo recurrentes y trastorno mixto de ansiedad y personalidad, que nuevamente en el año 2009 se le remitió a valoración a medicina laboral, que tal remisión no fue aceptada por el ISS por encontrarse el demandante desafiliado, que el actor interpuso acción de tutela la que ordenó la valoración, que antes de la misma se dispuso valoración por cirugía vascular, que tal valoración se dio en el año 2010 ratificando el diagnostico anterior, que el ISS valoró la pérdida de capacidad laboral del demandante, fijando como pérdida el 53.40%, estructurada el 10 de febrero de 2010 de origen común, tal decisión fue impugnada obteniendo confirmación de la junta el 27 de octubre de 2010, que tal decisión fue apelada ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, que en dictamen del 29 de junio de 2011 confirmó lo dispuesto por la Junta Regional, que en el año 2012 el demandante presentó acción de tutela contra la Junta, decidiendo el Juez de tutela dejar sin efectos el aludido dictamen y le ordenó que se pronunciara sobre los tópicos impugnados, por lo que la Junta demandada emitió un nuevo dictamen el 18 de abril de 2013, en el que determinó igual porcentaje de pérdida de capacidad laboral y origen, pero estructurada el 28 de octubre de 2009.

Admitida la demanda, se dispuso el traslado del caso a los demandados, los cuales allegaron respuesta por intermedio de apoderados judiciales, en los siguientes términos.

El portavoz judicial de la ARL Positiva se pronunció respecto a los hechos, aceptando la afiliación al sistema de riesgos profesionales pero solamente hasta el 12 de enero de 1999, la fecha de reporte del accidente de trabajo, las valoraciones médicas y el contenido de los dictámenes, el reconocimiento de la indemnización por incapacidad permanente parcial, las ultimas valoraciones medicas descritas y los dictámenes rendidos, así como los porcentajes de pérdida de capacidad laboral. Respecto a los restantes indica que no son ciertos o que no le constan. Se opone a las pretensiones de la demanda y formula como excepciones de mérito las de “Cobro de lo no debido a Positiva Compañía de Seguros S.A.”, “Inexistencia de obligación a cargo de Positiva Compañía de Seguros S.A.” y “Prescripción”.

La Junta Nacional de Calificación de Invalidez también se pronunció por medio de profesional del derecho, aceptando las valoraciones efectuadas por la entidad, así como los recursos y las acciones constitucionales agotadas por el demandante. Frente a los restantes indica que no le constan. Se opone a los pedidos que le atañen a la entidad y propone como excepciones de mérito las de “Legalidad de la calificación dada por la Junta Nacional de Calificación”, “Improcedencia del petitum: inexistencia de prueba idónea para controvertir el dictamen-carga de la prueba a cargo del contradictor”, “Legalidad de la calificación: fundamentación médica de la fecha de estructuración”, “Inexistencia de obligación a cargo de la junta nacional: inexistencia de pretensiones-competencia  del Juez Laboral” y “Buena fe de la parte demandada”.

Finalmente el demandado Valerio Salazar Duque, también por medio de profesional del derecho, presentó una contestación que no cumplió con los requisitos respectivos y que no fue subsanada, por lo que se tuvo por no contestada.

  II. SENTENCIA DEL JUZGADO

La Jueza de primer grado negó las pretensiones de la demanda, al encontrar que las patologías que elevaron el valor de la pérdida de capacidad laboral del demandante por encima del 50% son posteriores al accidente y, de conformidad con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, si bien incrementan el porcentaje de pérdida de capacidad laboral, su origen es diferente al profesional. Por tales motivos, no observó yerro alguno en los dictámenes atacados.

III. APELACIÓN.
El portavoz judicial de quien demanda, inconforme con la decisión, interpuso y sustento recurso de apelación, argumentando que las patologías posteriores a las valoraciones iniciales, sin duda que son consecuencia directa del accidente de trabajo sufrido o fueron detonadas por éste y, por tanto, necesariamente la invalidez es de origen profesional. 

Destaca que si bien hubo remisiones a psiquiatría el 28 de octubre de 2009, con el fin de tratar el trastorno mixto de ansiedad y personalidad que venía presentando, esos padecimientos son anteriores y consecuencia de lesión post traumática sufrida en el accidente de trabajo.

IV. CONSIDERACIONES

1. Del problema jurídico:
¿Adolece de algún yerro el dictamen emitido el 18 de abril de 2013 por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, que determinó una pérdida de capacidad laboral del 53,40%, estructurada el 28 de octubre de 2009 y de origen común?
2. Desenvolvimiento de la problemática planteada.

Se tiene que las Juntas de Calificación de Invalidez, junto con Colpensiones, las EPS, las ARL y las compañías de seguros que asuman los riesgos de invalidez y muerte, son las entidades que la Ley –art. 41 L. 100/93- determinó como las responsables de establecer, con fundamento en criterios técnicos, médicos y científicos, el porcentaje de pérdida de capacidad laboral, el origen de la misma y su fecha de estructuración. No obstante esa asignación legal, ninguna duda queda de que tales dictámenes pueden ser rebatidos judicialmente, como se establece con total claridad en el artículo 40 del Decreto 2463 de 2001. En ese entendido, es posible que –probatoriamente hablando- se puedan acreditar los dislates en que pudo haber incurrido una pericia, por cualquier medio probatorio, atendiendo que en los juicios laborales, al tenor del canon 51 del Estatuto Adjetivo Laboral y de la Seguridad Social, son admisibles todos los medios de prueba establecidos por la Ley. Esta norma, junto con el artículo 61 de la misma obra legal, indica que las partes tienen libertad probatoria, pudiendo acreditar sus sustentos fácticos, por el medio probatorio que les resulte más apropiado, teniendo como único límite los criterios de utilidad, conducencia y pertinencia de la prueba. 

No obstante lo anterior, no puede entenderse que todos los medios de prueba dispuestos por el legislador sirven para acreditar cualquier aspecto fáctico, pues existen asuntos que por su especialidad, su especificidad y su carácter técnico, requieren de un medio probatorio acorde a los mismos.

Y uno de tales temas es, sin duda, la anulación de un dictamen de calificación de invalidez, asunto que ostenta un carácter técnico y que requiere de conocimientos especializados en varias áreas, -derecho, medicina, psicología, entre otras-. Por tanto, lo que se estima pertinente en estos casos, es la obtención de una nueva valoración que –preferiblemente- debe ser rendida por un grupo de expertos que tengan similar idoneidad a los integrantes de la Junta accionada, ello con el fin de garantizar que se mantenga en un espacio eminentemente técnico, la discusión sobre la existencia de un yerro. 

Lo anterior, obviamente, no le da a esta prueba el carácter de solemne, pues de todas maneras sigue el Juez manteniendo la posibilidad de formar libremente su convencimiento con apoyo en los medios de convicción, distintos al enunciado, que hubieren sido aportados al infolio de manera legal y oportuna.
 Entre las opciones para obtener la prueba, está la de que la misma entidad, en otra de sus salas, rinda la experticia. Y esta opción se considera perfectamente válida, amén que se trata de un cuerpo con los especialistas necesarios para rendir el dictamen, que cumplen su función atenidos al mandato legal y es diferente a la sala que rindió el dictamen, lo que garantizaría la imparcialidad de su pericia, pero además, es el juzgador el que, en últimas, determine si existe sesgo en la entidad que actúa como perito o si bien, observa que su dictamen se ciñe a los rigores de su ciencia. No puede descalificarse la pericia únicamente porque no sale favorable o avante a las pretensiones de la parte actora, o porque la rindió la misma entidad demandada, en otra de sus salas. La prueba pericial únicamente puede demeritarse cuando se evidencie la existencia de un error grave en ella y, mientras tal situación no aparezca en el proceso, el dictamen mantendrá su validez y podrá ser sometido al escrutinio del Juez, pudiendo este aceptarla o no, conforme a lo referido en el canon 61 del CPTSS.
Ahora, entrando ya en los aspectos puntuales de la calificación, específicamente en la determinación del origen de la pérdida de capacidad laboral, ha de decirse que este tópico –necesariamente- debe determinarse con apoyo en criterios médicos, técnicos y en algunos conceptos jurídicos relacionados con el tema, como lo que debe entenderse como accidente trabajo, enfermedad profesional, entre otros.
Igualmente, en este tópico deben tomarse en consideración asuntos como la preexistencia de patologías o enfermedades que aumenten la pérdida de capacidad laboral, las enfermedades que con posterioridad sobrevengan como consecuencia de una dolencia determinada o las nuevas enfermedades que, de manera independiente surjan. En estos casos, cabe preguntarse cuál es el origen que debe imponerse a la pérdida de capacidad laboral, esto es, si es común o profesional.

Pues bien, el tema es abordado con total claridad por la Corte Constitucional en sentencia T-518 de 2011, en la cual establece de manera precisa sub-reglas que determinan en cada evento, qué origen debe dársele a la pérdida de capacidad laboral. Dice el mencionado fallo, en el aparte pertinente:

“Dado que el régimen prestacional que se aplica para los supuestos de invalidez es distinto según sea el origen de la pérdida de la capacidad laboral, es preciso determinar cuál es el régimen aplicable en los eventos de concurrencia de factores de distinto origen en la estructuración de dicha pérdida de capacidad laboral.

Aunque en la Sentencia C-425 de 2005 la Corte no hizo un pronunciamiento expreso sobre el particular, es claro que cuando, como consecuencia de un accidente de trabajo o una enfermedad profesional, una persona que tenía una pérdida de capacidad laboral preexistente, de cualquier origen, llega a un porcentaje superior al 50% de pérdida de la capacidad laboral, debe asumirse que se trata de un evento de origen profesional, y, por consiguiente, la fecha de estructuración debe fijarse a partir de los componentes profesionales de la discapacidad, y el régimen de la invalidez es el propio del sistema general de riesgos profesionales.

Cuando ocurre el fenómeno contrario, esto es, cuando como consecuencia de un accidente de trabajo o una enfermedad profesional, una persona sufre una pérdida permanente de capacidad laboral inferior al 50% y luego, por factores de origen común ajenos a los factores profesionales ya calificados, ese porcentaje asciende a más del 50%, la fecha de estructuración debe fijarse a partir de la que genera en el individuo una pérdida de su capacidad laboral en forma permanente y definitiva y, en este caso, el régimen aplicable será el común.

De este modo se tiene que, cuando sea preciso calificar la pérdida de capacidad laboral de una persona, las entidades competentes deberán, en todo caso, proceder a hacer una valoración integral, que comprenda tanto los factores de origen común como los de índole profesional.

Cuando concurran eventos de una y otra naturaleza -común y profesional- en la determinación de la pérdida de capacidad laboral que conduzca a una pensión de invalidez, para establecer el origen y la fecha de estructuración, se atenderá al factor que, cronológicamente, sea determinante de que la persona llegue al porcentaje de invalidez.
Cuando se trate de factores que se desarrollen simultáneamente, para determinar el origen y la fecha de estructuración se atenderá al factor de mayor peso porcentual”. –negrillas y subrayas fuera del original-.    
El aparte jurisprudencial, es claro y tajante en señalar que la calificación que hagan las entidades encargadas debe ser integral, aspecto que también ha determinado con total nitidez la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia (ver entre otras sentencias 37892 y 38614 de 2012), esto es, debe tener en cuenta todas las situaciones de salud diagnosticadas por especialistas, sin importar su origen (común o laboral), bien sean preexistentes a otra enfermedad o a un evento laboral o posteriores a los mismos, para efectos de sumar a la merma de la capacidad laboral. Pero en estos casos, la génesis de la reducción en la capacidad laboral, debe determinarse conforme a las reglas trazadas en la jurisprudencia citada, esto es, si preexiste a un evento laboral una disminución de la capacidad de trabajo de origen común el origen será laboral pues fue el malhadado acontecimiento en el trabajo, el que generó que la pérdida de capacidad laboral llegará al porcentaje definitivo. Cuando es a la inversa, esto es, antes de una enfermedad o accidente calificado como común, se tiene una pérdida de la capacidad de trabajo definitiva de origen laboral, el origen de la invalidez deberá ser común, pues fue aquel el factor determinante.

Ahora, no puede la Sala desconocer que existen eventos laborales que sin duda pueden involucionar y dar paso al surgimiento de nuevos padecimientos, caso en el cual deberá entenderse que el origen de la invalidez es laboral. Ello, obviamente en el entendido de que exista el sustento probatorio suficiente que acredite el vínculo determinante entre el accidente laboral o la enfermedad de igual origen y el padecimiento de salud posterior.

Atendiendo las reglas ya precisadas, encuentra la Sala que la decisión adoptada por la Jueza Cuarta Laboral del Circuito de esta ciudad, en el caso de marras, es acertada, amén que el trastorno mixto de ansiedad que es el padecimiento ulterior al accidente laboral y que modifica el porcentaje de pérdida de capacidad laboral –superando el 50%- tiene un origen común y no se acredita la existencia del vínculo determinante entre aquel evento ocurrido en el trabajo y el padecimiento en la salud mental del señor González Arias. 

El trastorno depresivo, aparece diagnosticado en epicrisis de la ESE Salud Pereira –fl. 99- fechado el 16 de octubre de 2009, refiriendo que el actor venia presentando “depresión hace 1 semana”, diagnóstico que reitera en registro de historia clínica –fl. 101 y ss- de la ESE Hospital Mental Universitario de Risaralda, donde se determina, además del trastorno depresivo recurrente, trastorno de ansiedad y exhibicionismo. En una de las citas refiere como episodio desencadenante de su problema de salud de mental, el fallecimiento de sus padres –fl. 103- en reportes médicos, situaciones estas que se reiteran en el oficio CC – APJ-04-02234 emitido por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez a solicitud de esta Sala –fls. 16 y ss. cdno. de 2 instancia-, lo que sin duda lleva a colegir de manera clara que en realidad, el problema en la salud mental del demandante que fue la patología que aumentó el porcentaje de pérdida de capacidad laboral, no surge como consecuencia del accidente de trabajo padecido en el año 1997, sino por cuestiones extralaborales. Reza el oficio emitido por la Sala Cuarta de la Junta Nacional de Calificación: “De acuerdo al Ministerio de trabajo, en asocio con el Hospital San Ignacio,  se desarrolló una herramienta técnico científica, denominada protocolo para la determinación del origen de enfermedades derivadas del estrés, que es de obligatoria aplicación por parte de las Juntas Regionales y de la Junta Nacional, la cual establece que en los casos en que predomine los factores extralaborales se considera el trastorno como de origen común. 

Más aun cuando en la historia clínica de psiquiatría se evidencia lo siguiente: Antecedentes familiares: “Padre con enfermedad mental”.
En conclusión como se manifestó en oficio de fecha 23 de septiembre de 2014, ni el diagnóstico de insuficiencia venosa crónica, ni el trastorno depresivo son consecuencia del accidente de trabajo ocurrido al señor Álvaro González el 07 de julio de 1997”. 
Por lo tanto, para esta Sala, es claro que el demandante padeció un evento traumático de origen laboral en el año 1997, pero que dicho aspecto no fue el determinante en la merma superior al 50% de la pérdida de capacidad laboral, pues a tal porcentaje se llegó por enfermedades de origen común, diagnosticadas con posterioridad al aludido evento y, por tanto, necesariamente el origen de la calificación, tal como lo determinó la Junta demandada y se avaló por la a-quo, es de origen común.

Por lo tanto, sin necesidad de ahondar en mayores motivaciones, se confirmará la sentencia apelada.

Las costas en esta instancia serán a cargo de la parte apelante y a favor de los demandados.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA
1. Confirma la sentencia proferida el cuatro (4) de marzo de 2016 por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito dentro del proceso ordinario laboral de la referencia. 

2. Costas a cargo del demandante y a favor de los demandados.
NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE.

La anterior decisión queda notificada en estrados.
Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN 

OLGA LUCIA HOYOS SEPULVEDA
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